
 

Quito, 15 de febrero de 2018 

 

Doctor 

José Serrano Salgado 

Presidente de la Asamblea Nacional del Ecuador 

Presente.- 

 

Ref: Solicitud de Amnistía para autoridades indígenas privados de la libertad en las provincias de 

Cañar y Azuay por ejercer y administrar justicia indígena. 

 

De nuestras consideraciones: 

 

Nosotros, la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos – INREDH, es un organismo de 

Derechos Humanos, no gubernamental, no partidista; fue reconocido por el gobierno ecuatoriano 

mediante acuerdo ministerial N˚ 5577 del 28 de septiembre de 1993. INREDH nace para asumir un 

trabajo técnico y profesional en el campo de los Derechos Humanos a través de la incidencia, la 

investigación y el litigio estratégico. INREDH como organización, somos filial a la Liga de la 

Federación Internacional de Derechos Humanos – FIDH en el Ecuador. A usted señor presidente de 

la Asamblea Nacional presentamos la siguiente solicitud de Amnistía para las y los compañeros que 

han sido procesados, criminalizados y sentenciados a cumplir sanciones penales en las provincias de 

Cañar y Azuay por ejercer y administrar justicia indígena. A tal efecto presentamos los siguientes 

argumentos de hecho y de derecho: 

 

1.- Antecedentes: 

 

En el año 2008 la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), la Comisión 

Ecuménica de Derechos Humanos (CEDHU), la Fundación Regional de Asesoría en Derechos 

Humanos (INREDH), Acción Ecológica y otras organizaciones sociales campesinas y ecologistas 

presentaron a la Asamblea Nacional Constituyente una petición de amnistía para las y los defensores 

de derechos humanos, territoriales y de la naturaleza que, a esa fecha se encontraban procesados 

penalmente por, supuestamente, haber cometido delitos políticos y delitos comunes conexos con 

delitos políticos como consecuencia de sus acciones de movilización y resistencia frente a actores 

privados, principalmente empresas transnacionales, pero también frente a funcionarios estatales. 

Acciones que se enmarcaron en la defensa de sus territorios, ecosistemas y derechos humanos 

individuales y colectivos, frente a la arremetida de políticas impulsadas por gobiernos liberales en la 

década de los 90 y hasta el año 2006. 

 

La Asamblea Nacional Constituyente, entonces, reconoció que la amnistía es una potestad jurídica de 

la función legislativa “cuyo efecto jurídico es la extinción de la acción penal y la condena, con el 

propósito de subsanar errores judiciales y sanciones injustas a perseguidos políticos y personas 

inocentes, justificables en este momento de la vida política del país, que exige el restablecimiento de 

la calma y la concordia social”. Un reconocimiento político que hizo el Estado ecuatoriano, a través 

de su órgano más representativo, de hacer justicia frente a cientos de personas cuya integridad había 



sido gravemente afectada y su libertad personal en riesgo o privada por decidir defender y ejercer 

derechos humanos individuales y colectivos. 

 

Frente a esto, el 14 de marzo de 2008 la Asamblea Nacional Constituyente concedió amnistía a 357 

defensores de derechos humanos “criminalizados por sus acciones de protesta y resistencia en defensa 

de sus comunidades y de la naturaleza”. La resolución de la Asamblea ordenó la inmediata libertad 

de quienes se encontraban privados de la libertad y la suspensión, desestimación y archivo de todas 

las causas, liberando de toda responsabilidad penal a las y los Defensores por los delitos imputados. 

 

Esta resolución de amnistía se convirtió en uno de los pilares fundamentales de la nueva Constitución 

que entró en vigencia el 20 de octubre de 2008, que estableció un sistema integral de protección de 

los derechos humanos y garantías normativas, jurisdiccionales y de políticas públicas; reconoció los 

derechos de la naturaleza, e incluso reconoció cumplir con las disposiciones que garantizan el pleno  

ejercicio de los derechos colectivos para los pueblos indígenas, prescritos en la Constitución como en 

los instrumentos internacionales, mismas que deben ser ajustadas en la legislación nacional y las 

decisiones judiciales, por lo que el Estado ecuatoriano está obligado a adoptar medidas para  

garantizar y dar certeza jurídica a los derechos de los pueblos indígenas a través del establecimiento 

de mecanismos y procedimientos especiales, rápidos y efectivos para resolver reclamos jurídicos 

sobre el pleno goce y ejercicio de sus derechos. 

 

2.- Contexto: 

  

2. 1. Ejercicio de la justicia indígena como derecho cultural, derechos lingüísticos  y garantías 

judiciales a pueblos indígenas. 

 

El Ecuador, desde el inicio de la vida republicana hasta la actualidad ha sido gobernado bajo un 

sistema jurídico unitario, que considera que el Ecuador es uno solo y, por lo mismo, con un solo 

régimen político, económico, jurídico, cultural y social generalizado; desconociendo así la diversidad 

cultural, jurídica, económica, política y social de las colectividades. 

 

En el año 1998, el Estado ecuatoriano garantizó de manera poco explícita la existencia de la Justicia 

Indígena, practicada por los pueblos y nacionalidades originarias en Ecuador; en el año 2008, en el 

proceso de construcción de la nueva Constitución, se logra que una de las tantas luchas históricas del 

Movimiento Indígena de Ecuador se plasme, es así, que la Constitución vigente garantiza de manera 

expresa el ejercicio del Derecho Indígena o Justicia Indígena. 

 

De manera que la Norma suprema actual del país, recogió en gran medida los derechos y propuestas 

exigidas durante siglos por los pueblos y nacionalidades indígenas, siendo uno de ellos el 

reconocimiento del Estado como Plurinacional e Intercultural, lo que marcó un hito importante en la 

región, sobre todo a nivel de las luchas de los movimientos sociales y ciertamente Ecuador pasó, 

luego de Bolivia, a ser un ejemplo. En el mismo texto constitucional se garantiza los derechos 

colectivos y en el acápite correspondiente al ámbito de justicia, resalta, la existencia de la Justicia 



Ordinaria y la Justicia Indígena, es decir, garantiza de manera clara la existencia del pluralismo 

jurídico. 

 

De esta forma la actual Constitución de la República, garantiza la existencia de otros sistemas 

jurídicos, además del sistema de justicia ordinaria, en ese sentido, las autoridades de las comunidades, 

pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador pueden ejercer funciones jurisdiccionales en 

cualquier tipo de conflicto interno, haciendo uso de sus costumbres y tradiciones. Por tanto la justicia 

indígena está reconocida y garantizada por la Constitución del Ecuador desde 1998, y de una forma 

más clara y sustentada lo ratifica la Constitución del 2008.1 

 

Luego de diez años de vigencia de la Constitución, conviene analizar de qué forma el principio 

Plurinacional del Estado se ha transversalizado en las políticas públicas, en las leyes y, lo anterior, en 

la institucionalidad estatal. En esta parte, queremos abordar el ejercicio de los derechos de los pueblos 

indígenas dentro del poder judicial ordinario y de la justicia indígena. 

 

El acceso a la justicia debe considerarse de manera general, como la posibilidad que tienen los pueblos 

y nacionalidades indígenas a solicitar y lograr justicia, en cualquiera de los sistemas jurídicos 

existentes en el Ecuador; no obstante, existen limitaciones evidentes para acceder a cualquiera de los 

dos sistemas. 

 

1. En cuanto a la justicia ordinaria, a la cual los pueblos y nacionalidades indígenas se ven 

forzadas a acudir o se hallan vinculados directamente, una vez que están dentro de este 

sistema, el Estado no ha garantizado su derecho a ser informado en su lengua materna: kichwa, 

shuar o cualquier otra lengua propia, es así, que no cuentan con un traductor o intérprete de 

lenguas propias en las diligencias en el que se encuentran vinculados personas indígenas. 

 

Asimismo, teniendo en cuenta, que además de los órganos jurisdiccionales del poder judicial, existen 

instituciones coadyuvantes dentro del ámbito de justicia como es la Fiscalía General del Estado y, la 

Defensoría Pública, las mismas no logran garantizar los derechos de los pueblos y nacionalidades 

indígenas en igualdad de condiciones, pues la tutela efectiva de los derechos de los pueblos indígenas 

debe ser integral, tomando en cuenta, que no sólo es necesario contar con un traductor en lengua 

propia, sino, que por ejemplo, en el caso de contar con abogado, el abogado público otorgado por el 

Estado pueda defender adecuadamente los intereses de los usuarios, lo cual se lograría, teniendo 

defensores públicos que hablen lenguas propias, mínimamente: kichwa y shuar, que son lenguas 

reconocidas como oficiales y así como este, existen un sin número de omisiones y acciones que 

violentan los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas. 

                                                 
1 Constitución de la República Art. 171.- Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán funciones 

jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de 

participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos 

internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales. 

 

El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por las instituciones y autoridades públicas. Dichas 

decisiones estarán sujetas al control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la 

jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria. 



2. En cuanto al acceso a la justicia indígena, el Estado ecuatoriano, además que la justicia 

ordinaria no permite un acceso adecuado a los pueblos y nacionalidades indígenas, limita de 

manera inconstitucional el ejercicio de la justicia indígena, violentando estándares 

internacionales y la propia Constitución, que en su Art. 171, señala claramente la existencia 

de dos sistemas jurídicos con potestades jurisdiccionales en cualquier materia (penal, civil, 

mercantil, etc.) y en igualdad de condiciones; sin embargo, aquello no ha ocurrido. 

 

Por un lado, desde la vigencia de esta Constitución, los jueces de la jurisdicción ordinaria han 

impedido la aplicación de la justicia indígena, entorpeciendo los proceso legalmente constituidos para 

la solicitud de declinaciones de competencia2, creando recursos de apelación ilegales e 

inconstitucionales, cuando los casos tiene que ver con delitos como: sustancias estupefacientes, 

violación, trata de personas, etc., así como también, en temas civiles o de familia, en juicios 

relacionados con reivindicaciones de propiedad, patria potestad y pensiones alimenticias. 

 

El Art. 346  del Código Orgánico de la Función Judicial3, determina claramente que el Consejo de la 

Judicatura, dotará de los recursos humanos, económicos y de cualquier naturaleza que permitan 

entablar mecanismos eficientes de coordinación y cooperación entre los sistemas jurídicos existentes 

en Ecuador, lo que en la práctica, hasta ahora, no ha ocurrido, lo que ha imposibilitado el desarrollo 

equitativo del sistema de justicia indígena, más aún, cuando existe el discurso de parte del Estado, 

que deslegitima la vigencia de la Justicia Indígena. 

 

En este mismo sentido, el 30 de julio de 2014, la Corte Constitucional ecuatoriana, emitió una 

sentencia vinculante y limitante para el ejercicio de la justicia indígena4, en el caso denominado La 

Cocha 2, problema que se inició en el año 2010, cuando las autoridades indígenas de la Comunidad 

La Cocha, en la provincia de Cotopaxi, asumieron competencia y dictaron resolución en el caso de 

muerte de un comunero, cuyos responsables también eran miembros de la misma comunidad; sin 

embargo, al mismo tiempo la justicia ordinaria inició varios procesos judiciales en contra de los 

responsables de la muerte, así como también, en contra de las autoridades indígenas que sancionaron 

el hecho, quienes por su parte señalaban que el caso ya estaba resuelto y que debían respetarse la 

resolución y que sus comuneros no pueden ser juzgados dos veces por el mismo delito. Ante este 

conflicto, se interpusieron varias consultas y demandas de Acción extraordinaria de protección sobre 

                                                 
2
 Es un procedimiento determinado en el Código Orgánico de la Función Judicial. Art. 345.- DECLINACION DE COMPETENCIA.- 

Los jueces y juezas que conozcan de la existencia de un proceso sometido al conocimiento de las autoridades indígenas, declinarán su 

competencia, siempre que exista petición de la autoridad indígena en tal sentido. A tal efecto se abrirá un término probatorio de tres 

días en el que se demostrará sumariamente la pertinencia de tal invocación, bajo juramento de la autoridad indígena de ser tal. Aceptada 

la alegación la jueza o el juez ordenará el archivo de la causa y remitirá el proceso a la jurisdicción indígena. 
3 Art. 346.- PROMOCION DE LA JUSTICIA INTERCULTURAL.- El Consejo de la Judicatura determinará los recursos humanos, 

económicos y de cualquier naturaleza que sean necesarios para establecer mecanismos eficientes de coordinación y cooperación entre 

la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria. 

 

Especialmente, capacitará a las servidoras y servidores de la Función Judicial que deban realizar actuaciones en el ámbito de su 

competencia en territorios donde existe predominio de personas indígenas, con la finalidad de que conozcan la cultura, el idioma y las 

costumbres, prácticas ancestrales, normas y procedimientos del derecho propio o consuetudinario de los pueblos indígenas. 

 

El Consejo de la Judicatura no ejercerá ningún tipo de atribución, gobierno o administración respecto de la jurisdicción indígena. 
4
 http://www.corteconstitucional.gob.ec/images/stories/pdfs/Sentencias/0731-10-EP.pdf 



decisiones judiciales, que finalmente se acumularon en un solo proceso, cuya finalidad era que la 

Corte interpretara el Art. 171 de la Constitución y señale si la comunidad puede solucionar delitos 

como asesinatos y si en este caso, existía o no un “doble juzgamiento”. 

 

Con este problema jurídico, luego de cuatro años de espera, la Corte Constitucional da a conocer su 

resolución, que en su parte medular señala que las autoridades indígenas no podrán ejercer su 

jurisdicción y competencia en casos que atenten contra la vida de cualquier persona, que los únicos 

competentes serán los jueces de la justicia ordinaria, esta resolución no es más que el resultado de las 

limitaciones que desde hace tiempo, las comunidades han venido enfrentando, con esta decisión se 

subordina de manera inconstitucional y regresiva, la capacidad que tienen las autoridades indígenas 

para resolver todo tipo de problemas, tal como señala la Constitución y los tratados internacionales5. 

 

Finalmente, y dentro de la situación previamente señalada existe además la necesidad de tutelar el 

ejercicio de la justicia indígena, como un elemento de autodeterminación. Por lo que la falta de 

normativa concreta que pueda tutelar la justicia indígena abordando los elementos de cultura y 

autodeterminación de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas; ha dado como resultados 

el inicio de procesos y condenas penales a varias autoridades indígenas, incluso existiendo algunos 

sentenciados y privados de la libertad esto relacionado al hecho de que se evidencia un 

desconocimiento del ejercicio de la administración de la justicia indígena realizadas para solucionar 

los conflictos que se generan dentro de las comunidades. Ignorando temas importantes como su 

cosmovisión y el cambio estructural de su cultura. 

 

De modo que los operadores de justicia ordinaria, en varias provincias del país, desconocen de los 

procedimientos que los pueblos y nacionalidades indígenas de sus localidades, practican y cuando 

conocen, simplemente, pesan los rasgos racistas y discriminadores de que las autoridades indígenas 

legítimamente y constitucionalmente autorizadas, no poseen la capacidad de solucionar los conflictos 

o problemas graves, sesgo que incluso el propio expresidente Rafael Correa manifestó públicamente.6 

 

Esto se corrobora con la información sobre las cinco autoridades indígenas, que se encuentran 

recluidos en las provincias de Cañar y Azuay por ejercer y administrar la justicia indígena; quienes 

no son procesados precisamente por ejercer justicia indígena, sino que su actividad de juzgamiento 

se la relaciona con delitos tipificados en el Código Orgánico Integral Penal – COIP, tales como 

secuestro, secuestro extorsivo, daños a bien ajeno y complicidad en un secuestro. 

 

De manera que, estas cinco autoridades indígenas, que poseen constitucionalmente funciones 

jurisdiccionales se encuentran privados de la libertad en las provincias de Cañar y Azuay por ejercer 

y administrar justicia indígena. Este es el caso en donde los jueces, fiscales y abogados en la provincia 

de Cañar que han condenado o están procesando penalmente a 23 autoridades indígenas, de las cuales 

6 están sentenciadas y cumpliendo la pena en los Centros de Rehabilitación Social en las provincias 

                                                 
5
 Convenio 169 de la OIT y la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU. 

6 https://www.youtube.com/watch?v=a3803X6DcdU 

 

https://www.youtube.com/watch?v=a3803X6DcdU


antes mencionadas, pero dirán que no es por ejercer la justicia indígena, sino que 11 indígenas están 

procesados por secuestro extorsivo, 6 de ellos ya han sido condenados a 4 y 5 años de prisión; 11 

están procesados por secuestro, uno de ellos condenado a 5 años de prisión: 4 están procesados por 

daños a bien ajeno, uno condenado a seis meses de prisión; y finalmente uno está procesado por 

complicidad en un secuestro. 

 

Estos datos nos dan a entender que en el cantón Cañar, y concretamente en la parroquia Honorato 

Vásquez, en los últimos tres años se ha producido una epidemia de secuestros a manos de autoridades 

indígenas. Veamos un caso, la de María Tamay, condenada a 5 años de prisión por el delito de 

secuestro. 

 

María Tamay, indígena del pueblo cañarí, estuvo casada y su compañero migró a Estados Unidos, 

una decisión que han tomado la mayoría de hombres cañarís de San Pedro y zonas aledañas. María 

tiene dos hijos, de 9 y 7 años. Su compañero envío de Estados Unidos 12.000 dólares a fin de que se 

compre un terreno para su esposa y sus hijos. El dinero llegó a manos del suegro de María y éste 

efectivamente compró el terreno y lo hizo a su nombre. Cuando María reclamó, su suegro dijo que 

no había recibido ningún dinero para comprar terreno alguno, y que lo único que había recibido era 

un dinero para curarse de una dolencia que tenía en una pierna. En los días siguientes su suegro mandó 

una serie de mensajes a su hijo aduciendo que María le era infiel, una acción muy grave en el mundo 

indígena, y que lo único que buscaba era el dinero. Los cuentos de su suegro provocaron el divorcio. 

 

Un caso de esta naturaleza solo puede ser entendido en el ámbito de la justicia indígena, pues no solo 

estaba en entredicho el dinero recibido y su uso, sino también el daño producido por los chismes.  

 

María denunció el hecho a las autoridades de Justicia Indígena de San Pedro, una coalición de 

comunidades que se había creado en el cantón Honorato Vásquez, y que había ya resuelto varios 

casos de cuatrerismo, herencias y hasta de pandillas. Estas autoridades enviaron una comisión al ya 

exsuegro de María y al no hacer caso a la invitación para dialogar, decidió enviar una comisión para 

detenerlo y llevarlo a San Pedro a que sea juzgado por la comunidad. Este es el “secuestro”. 

 

Los casos en la justicia indígena se resuelven en asambleas de la comunidad o comunidades 

involucradas, y este caso no fue la excepción. La asamblea resolvió que se debía entregar el dinero 

enviado a María Tamay, a más de someter al responsable del daño al proceso de la respectiva sanción. 

Por tanto terminado el proceso planteado por María y cumplida la resolución comunitaria, el exsuegro 

denunció en la Fiscalía de Cañar a las autoridades de Justicia de San Pedro por secuestro y vinculó 

también a María Tamay; el resultado como se sabe: cinco años de prisión para la denunciante, 

ignorando así toda la tradición milenaria presente y viva en los pueblos indígenas como la rica 

doctrina y jurisprudencia sobre pluralismo jurídico. 

 

El tema de justicia indígena se encuentra muy poco desarrollado, justamente por la innovación que 

genera, aun cuando se mantiene la discusión entre los operadores de justicia ordinarios pues desean 

ostentar aún en su poder la resolución de conflictos, generando resistencia a la imposición cultural 



que ha tenido como respuesta por parte del Estado la imposición y la represión. Además se sigue 

desconociendo un mecanismo de cooperación entre las dos justicias que generará que existan 

conflictos de competencia; los cuales como sucede actualmente se resuelven desplazando las 

peticiones de las autoridades indígenas. 

 

La naturaleza jurídica de la justicia indígena es comunitaria, colectiva, difiere del paradigma 

individual de la justicia estatal-occidental que jerarquiza la naturaleza individual. En la justicia 

indígena la naturaleza es comunal, comunitaria, se rige por lazos de comunitariedad, por ello se define 

a los colectivos humanos originarios, milenarios como comunas, comunidades, pueblos y 

nacionalidades. La comunidad es autoridad, organización, reciprocidad, solidaridad, 

complementariedad, integralidad, relacionalidad, es vivir, sentir, convivir, brindar colectivamente. 

Además la justicia indígena es milenaria, viva y dinámica, originaria, histórica, legitima, útil y 

necesaria para el equilibrio social de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

Las comunidades, pueblos y nacionalidad indígenas del Ecuador poseen costumbres y tradiciones 

para llevar a cabo el cumplimiento de su derecho a la justicia indígena. El ejercicio de la jurisdicción 

indígena por parte de sus máximas autoridades es aplicado acorde a los parámetros establecidos en la 

Constitución del Ecuador como también en instrumentos internacionales de protección de derechos 

humanos. 

 

2. 2.- Fundamento jurídico para el ejercicio del derecho o justicia indígena por las autoridades 

de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas. 

 

El art. 1 de la Constitución define al Estado como Plurinacional e Intercultural, cuyo sustento es la 

presencia milenaria de comunidades pre-estatales, precolombinas, sobre la que se edifica el principio 

universal, garantizado en el Derecho Internacional Público como es el Derecho a la Libre 

Determinación y de la cual brotan otros principios como: pluralismo jurídico, autonomía, debido 

proceso, oralidad, legitimación activa, diversidad, igualdad, non bis in ídem, pro jurisdicción 

indígena, entre otros. La raíz que sostiene toda la estructura jurídico política de un pueblo es la libre 

determinación, el tronco es la plurinacionalidad e interculturalidad y de ello brotan varias ramas como 

el pluralismo jurídico que es la convivencia de dos o más sistemas jurídicos dentro de un mismo 

Estado7. La presencia de varios sistemas jurídicos plantea la existencia de normas sustantivas y 

adjetivas de diverso origen que demandan su estricto cumplimiento en un mismo territorio.  

 

En consecuencia, el pluralismo jurídico cuestiona el monopolio de las instituciones estatales como 

las únicas autorizadas a crear derecho y aplicar en derecho, y reconoce taxativamente otras fuentes 

creadoras de derecho y otras autoridades jurisdiccionales encargadas de su aplicación. 

 

Para el ejercicio del pluralismo jurídico la Constitución dispuso: 

                                                 
7
 En el Ecuador viven 14 nacionalidades y la nacionalidad Kichwa es la más numerosa- conviven 18 pueblos indígenas. 



Art. 57 “Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, 

de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 

 

Numeral 10. Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o consuetudinario, que no podrá 

vulnerar derechos constitucionales, en particular de las mujeres, niñas, niños y adolescentes”. 

 

El pluralismo jurídico entendido como la convivencia de sistemas jurídicos diversos en la unidad 

social, cuestiona y desvela la visión monolegalista como único y legítimo referente de derecho 

positivista occidental. La resistencia a la centralidad occidental positivista constituye el mayor aporte 

a la antropología y sociología jurídica interesados en dar cuenta de la vigencia de otros sistemas 

jurídicos dentro de los Estados nacionales. En este camino el pueblo del Ecuador tuvo el mérito de 

aprobar en referéndum el ejercicio pleno de la justicia indígena en la Constitución en los siguientes 

términos: 

 

Art. 171.- “Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 

ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho 

propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las 

mujeres. Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de 

sus conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos 

reconocidos en instrumentos internacionales. 

 

El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por 

las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán sujetas al control de 

constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre 

la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria”. 

 

Este reconocimiento constitucional de jurisdicción y competencia a favor de las autoridades 

indígenas, pone en vigencia el Pluralismo Jurídico en el Ecuador. Es decir que, en el país se reconoce 

la existencia de dos o más sistemas jurídicos, de modo que la disposición constitucional impone 

estrictos y suficientes límites al ejercicio de los sistemas de justicia indígena, cualquier regulación, 

aún jurisprudencial, significaría una limitación inconstitucional que además, haría imposible su 

funcionamiento y existencia como una de las manifestaciones más importantes del Estado 

Plurinacional, máxime que el art. 10 numeral 7 de la Constitución prescribe el contenido de los 

derechos se desarrollará de manera progresiva, no dice regresivamente, a través de las normas, la 

jurisprudencia y las políticas públicas. Por lo que, los operadores de justicia ordinaria tiene un 

mandato ineludible e impostergable de desarrollar en progresivo y no regresivo los sistemas de 

justicia indígena a través de su jurisprudencia y si tiene dudas de una determinada interpretación es 

preciso aplicar la hermenéutica intercultural y si a pesar de ello persiste la duda cabe aplicar el 

principio de la interpretación pro justicia indígena. 

 



Además la disposición constitucional habla de funciones jurisdiccionales, que no es otra cosa que la 

capacidad que tiene la autoridad, en el caso que nos ocupa las autoridades indígenas para conocer, 

resolver y sancionar todos los conflictos en base a sus tradiciones ancestrales (cosmogonía, 

cosmovisión, cosmovivencia) y su derecho propio, sistema jurídico originario y milenario. 

 

A la Constitución coadyuvan los instrumentos internacionales, como el Convenio 169 de la OIT, al 

disponer: 

 

Artículo 8 

 

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en 

consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario. 

 

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, 

siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema 

jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea 

necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en 

la aplicación de este principio. 

 

Artículo 9 

 

1. - En la medida en que ello sea compatible con el derecho jurídico nacional y con los derechos 

humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos 

interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros 

 

2. - Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener 

en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.  

 

En igual sentido la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 

que prescribe: 

 

Artículo 3 

 

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan 

libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

 

Artículo 4 

 

Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la 

autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así 

como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas. 

 



Artículo 5 

 

Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, 

jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, 

si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado. 

 

En sindéresis con la legislación internacional la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

creado varias jurisprudencias como el Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, del 17 de 

junio de 2005 que sentenció “(...) para garantizar efectivamente estos derechos, al interpretar y aplicar 

su normativa interna, los Estados deben tomar en consideración las características propias que 

diferencian a los miembros de los pueblos indígenas de la población en general y que conforman su 

identidad cultural”. 

 

Las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus 

propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su 

derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del 

Estado. La administración de justicia indígena conserva su jurisdicción para conocer y dar solución 

a los conflictos internos que se producen entre sus miembros dentro de su ámbito territorial y que 

afecten sus valores comunitarios. 

 

2.- Fundamento jurídico de la petición. 

 

La presente petición de amnistía se fundamenta en lo establecido en el artículo 120 numeral 13 de la 

Constitución que establece como atribución constitucional conceder “amnistías por delitos políticos 

(…) con el voto favorable de las dos terceras partes de sus integrantes”. Atribución confirmada en el  

artículo 73 del Código Orgánico Integral Penal. 

 

La amnistía es un acto jurídico emanado por el poder legislativo, cuyo efecto jurídico es la extinción 

de la acción penal y la condena, con el propósito de subsanar errores judiciales y sanciones injustas a 

perseguidos políticos y personas inocentes, es así que la amnistía se basa en circunstancias específicas 

referentes al orden político y social, mismas que se presentan como justificables en determinado 

momento dentro del país. Por lo que se solicita  la implementación por parte de la Asamblea Nacional 

de la figura de la Amnistía reconocida en la Constitución y en el Código Orgánico Integral Penal. Por 

lo cual la amnistía es únicamente concedida por la Asamblea Nacional, mientras que el indulto puede 

ser concedido tanto por la Asamblea como por el Presidente de la República. 

 

Finalmente, y dentro de la situación previamente señalada existe la necesidad de tutelar el ejercicio 

de la justicia indígena, como un elemento de autodeterminación. Por lo que la falta de normativa 

concreta que pueda tutelar la justicia indígena abordando los elementos de cultura y 

autodeterminación de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas; ha dado como resultados 

el inicio de procesos y condenas penales a varias autoridades indígenas, incluso existiendo algunos 

sentenciados y privados de la libertad esto relacionado al hecho de que se evidencia un 



desconocimiento del ejercicio de la administración de la justicia indígena realizadas para solucionar 

los conflictos que se generan dentro de las comunidades. Ignorando temas importantes como su 

cosmovisión y el cambio estructural de su cultura. 

 

3.- Solicitud: 

 

Sobre la base de los argumentos de hecho, de derecho y normativos que se han detallado en el 

presente, solicitamos a la Asamblea Nacional que se conceda Amnistía completa a los compañeros y 

compañeras sentenciados por ejercer y administrar justicia indígena y que constan en el anexo 

adjunto, y por lo tanto se disponga la extinción inmediata de la pena impuesta y el archivo de los 

procesos penales en su contra. 

 

Se solicita adicionalmente que, para aquellos privados de la libertad, se ordene la excarcelación 

inmediata, y; para aquellos con órdenes de captura, la revocatoria de dichas órdenes. Así mismo que 

se ordene la extinción de cualquier medida cautelar real o personal o pena alternativa a la prisión que 

se haya emitido. 

 

Finalmente, se solicita que en la misma resolución de Amnistía se reconozca de manera expresa el 

ejercicio de la administración de la justicia indígena, como construcción de un Estado Plurinacional, 

como lo determina nuestra Constitución, de modo que puedan ejercer su derecho, su cultura sin 

restricciones y que a su vez permita el reconocimiento y garantía de su auto determinación como 

pueblos indígenas, para la garantía de la democracia y que sus actividades son legítimas y que 

fortalecen el Estado de Derechos y la ampliación progresiva de los derechos humanos. 

 

3.1.- Autoridades indígenas de San Pedro procesadas en la justicia ordinaria. 

 

NOMBRES Y 

APELLIDOS 

No. DE PROCESO CENTRO DE 

REHABILITACIÓN 

SOCIAL 

DELITO ESTADO DE LA 

CAUSA 

María Aurora 

Romero Romero  

 

 

 Secuestro Se ordenó prisión 

preventiva, pero no se 

continuó con el proceso  

María Valeriana 

Tenesaca Romero 

  Secuestro Se ordenó prisión 

preventiva, pero no se 

continuó con el proceso 

Blanca Teresa 

Tenesaca Romero 

  Secuestro Se ordenó prisión 

preventiva, pero no se 

continuó con el proceso 

Manuel Jesús 

Romero Romero  

03282-2015-00186  Secuestro 

 

Prófugo (Orden de 

Prisión preventiva)  

María Asenciona 

Tamay Murudumbay 

03282-2016-00182  Secuestro Sentencia 5 años. 

Apelado Corte 

Provincial 



Luis Manuel 

Morocho Sanango 

03282-2016-00182  Secuestro Sentencia 5 años. 

Apelado Corte 

Provincial 

Luis Rigoberto 

Chimborazo 

Sarmiento 

 

03282-2016-00182  Secuestro En Estados Unidos 

Héctor Patricio 

Tamay Tamay 

 

03282-2016-00182  Secuestro En Estados Unidos 

Sergio Roberto 

Paucar Huerta 

 

 Centro de 

Rehabilitación  

Social Turi- Cuenca 

Daño al 

bien ajeno 

Sentencia para 6 meses 

Luis Eduardo Calle 

Espinoza 

 

 

03282- 2016-00196 

 

 

Centro de 

Rehabilitación  

Social de Cañar. 

Secuestro Sentencia 5 años. 

Recurso de Casación 

Corte Nacional de 

Justicia. 

 

María Josefina 

Sotamba Padilla 

03282-2015-00181  Secuestro 

extorsivo 

Prisión preventiva. 

Prófugo 

 

Luis Antonio Calle 

Peñafiel 

03282-2015-00181  Secuestro 

extorsivo  

Prisión preventiva. 

Prófugo 

 

Zoila María Espinoza 

Campoverde 

03282-2015-00181  Secuestro 

extorsivo 

Prisión preventiva. 

Prófugo 

 

María Alegría 

Tenelema Romero 

03282-2015-00181  Secuestro 

extorsivo 

Prisión preventiva. 

Prófugo 

 

María Mercedes 

Romero Naula 

03282-2015-00181  Secuestro 

extorsivo 

Prisión preventiva. 

Prófugo 

 

Julio Alberto 

Siguencia Urgiles 

 

030301816100063  Secuestro Investigación previa 

José Sarmiento 

Jiménez 03282-2015-00181 

Centro de 

Rehabilitación  

Social Turi- Cuenca 

Secuestro 

Extorsivo 

 

Juzgados en la justicia 

indígena, luego 

juzgados en la justicia 

ordinaria. Sentencia 

Ejecutoriada. 

Sentenciados a 5 años 

de prisión. Presos  

 

Víctor Aurelio 

Espinoza Espinoza 

  

 

 

Ángel Belisario Calle 

Calle  

Centro de 

Rehabilitación  

Social de Cañar. 

 

Juzgados en la justicia 

indígena, luego 

juzgados en la justicia 



ordinaria. Sentencia 

Ejecutoriada. 

Sentenciados a 5 años 

de prisión. Medidas 

cautelares sustitutivas. 

 

Manuel María Calle 

Calle 

03282-2015-00179 Centro de 

Rehabilitación  

Social de Cañar. 

Secuestro 

extorsivo  

Juzgados en la justicia 

indígena, luego 

juzgados en la justicia 

ordinaria. Sentencia 

Ejecutoriada. 

Sentenciados a 4 años 

de prisión. Presos. 

 

Luis Eduardo Calle 

Calle 

 

 

Centro de 

Rehabilitación  

Social de Azogues. 

Secuestro 

extorsivo Sentenciado a 5 años de 

prisión. Medidas 

cautelares sustitutivas. 
Luis Manuel 

Morocho Sanango 

 03282-2016-00182 

 

Secuestro 

María Digna 

Sarmiento Chuqui 03282-2016-00178 

Centro de 

Rehabilitación  

Social Turi- Cuenca 

Cómplice 

de 

secuestro. 

Sentenciada a veinte 

meses de prisión. 

 

 Galo Alejandro 

Matheus Rodríguez 17721-2016-1135 

 

Daño a bien 

ajeno. 

Sentenciado a seis 

meses de prisión – 

prófugo. 

 

 

 

4.- Notificación:  

 

Firmamos la presente petición los abogados de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos 

INREDH, conjuntamente con algunos familiares de los procesados para que, de forma individual o en conjunto 

presenten cualquier escrito o realicen cualquier acción tendiente a la protección y tutela de nuestros derechos. 

Notificaciones que nos corresponda las recibiremos en los correos electrónicos: garantias@inredh.org y 

defensores@inredh.org. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gloria María Sarmiento Narváez                                                   María Dolores Sarmiento Calle 

C.C:                                                                                                C.C: 

mailto:garantias@inredh.org
mailto:defensores@inredh.org


 

 

 

 

 

Bertha Angamarca Tenesaca                                                          Manuel Vidal Romero Quishpe 
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